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RADICACIÓN: 1761460000732014-00044-01
PROCESADA: MNG/T
A N° 052

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PERMISO DE HASTA 72 HORAS / REQUISITOS / ESTAR EN FASE DE MEDIANA SEGURIDAD / CONDENADO EN PRISIÓN DOMICILIARIA.
Las personas que cumplen una pena como consecuencia de la infracción a la ley penal, pueden acceder a los beneficios contenidos en el canon 146 de la Ley 65/93, que reza:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

El beneficio de permiso que ahora reclama la recurrente, conforme lo establece el Estatuto penitenciario y carcelario, requiere la confluencia de los siguientes presupuestos:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella…”
En este caso particular se aprecia que al momento de procederse por parte de la a quo a analizar cada una de las exigencias normativas para determinar si la señora MNG/T se hacía merecedora al permiso administrativo de hasta 72 horas…, y aunque expresó que no encuentra razón jurídica para no efectuar la clasificación de fase a la sentenciada -lo que en su sentir podría ser por encontrarse en prisión domiciliaria con lo cual se vulnera la ley 65/93 y atenta contra su derecho a la igualdad al no poder acceder a los beneficios como el que ahora pide-, consideró que la misma no acreditó el primero de ellos, esto es, el estar ubicada en fase de mediana seguridad, al no arrimarse ninguna información al respecto por parte de las autoridades carcelarias, y por ello negó lo pedido…
… se estima que la providencia objeto de censura está debidamente fundamentada y sustentada, sin vislumbrar en ella capricho o franca y absoluta desconexión con el ordenamiento jurídico, como quiera que en la decisión cuestionada se realizó un juicioso análisis respecto de los requisitos exigidos para el beneficio deprecado, mismos que a la hora de ahora no cumple en su integridad la señora MNG/T, en tanto no se corroboró que esta se encuentre en la fase del tratamiento penitenciario requerido por la norma…
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

              Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiséis (26) de julio de dos mil diecinueve (2019)

                                                                  Acta de Aprobación No.673
                                                  Hora: 1:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el abogado de la sentenciada MNG/T, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad en marzo 13 de 2019 por medio del cual le negó el beneficio administrativo de permiso hasta por 72 horas.
2.- ANTECEDENTES
La señora MNG/T fue condenada en segunda instancia, en agosto 19 de 2016 por la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales, que revocó el fallo absolutorio proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Riosucio (Cdas.), a la pena principal de 6 años de prisión, por haber sido hallada responsable de la conducta de falso testimonio.
Por parte de la sentenciada se solicitó a la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Anserma (Cdas.), el beneficio administrativo de permiso de 72 horas, y  dicho establecimiento emitió el concepto favorable, el cual fue resuelto de manera desfavorable por Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital mediante auto de marzo 13 de 2019,  al considerar que no  se acreditaban las exigencias del canon 147 de la Ley 65/93, por cuanto la misma no se encuentra clasificada en fase de mediana seguridad. 

3.-  RECURSO

El defensor de MNG/T no estuvo de acuerdo con la decisión tomada, al estimar que su defendida cumple los requisitos de ley para obtener tal permiso, sin tener sentido que este se le niegue por hallarse en prisión domiciliaria, máxime que la misma ha acatado al pie de la letra las normas carcelarias. Pide se revoque la providencia dictada y se le conceda a su defendida el permiso de 72 horas.

A su turno la sentenciada, en declaración que presentó ante La Juez Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) -comisionada para tal efecto-, frente a la decisión emitida por el Juzgado de Ejecución de Penas señaló que está inconforme con la negación de dicho permiso, ya que ha cumplido con todo lo exigido y es el INPEC el que debe darle la clasificación para poder hacer uso del mismo.
4.- Para resolver,  SE CONSIDERA

De acuerdo con lo indicado en los párrafos anteriores, procede esta Sala a desatar el recurso de apelación que interpuso por intermedio de apoderado la señora MNG/T, en contra del auto interlocutorio por medio del cual el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad le negó el permiso administrativo de hasta 72 horas.
La Sala deberá determinar si efectivamente le asiste razón a la recurrente, a consecuencia de lo cual se analizará de fondo el problema jurídico que se plantea en la presente asunto. En tal sentido, se establecerá en primer término a quién le compete la concesión y regulación del beneficio administrativo de hasta 72 horas consagrado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993.

Según los artículos 9 y 10 de la ley 65 de 1993 -Código Penitenciario y Carcelario-, la pena tiene como fin principal la resocialización del delincuente, lo cual se logra por medio de la aplicación del tratamiento penitenciario mediante el examen de su personalidad y a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el deporte y la recreación bajo un espíritu humano y solidario. Así pues, cuando la pena se cumple bajo privación de la libertad en un establecimiento penitenciario, el condenado queda sometido a un tratamiento que pretende prepararlo para su resocialización y su vida en libertad.

Sobre el particular en Sentencia T-1670/00 se consideró:

“El tratamiento penitenciario se encuentra regulado en los artículos 142 a 150 de la ley 65 de 1993 y tiene como objetivo fundamental preparar al condenado, mediante su resocialización, a la vida en sociedad. Para el logro de lo anterior, se ha diseñado un complejo sistema técnico de carácter progresivo dividido en varias fases, cada una de las cuales responde al progreso particular que cada interno muestra dentro del proceso de resocialización. 

Teniendo en cuenta que se trata de un modelo terapéutico, las autoridades penitenciarias deben estudiar la situación de cada recluso para establecer en cuál fase se encuentra y disponer en consecuencia, las medidas administrativas pertinentes en busca de su reinserción a la sociedad.”  
Las personas que cumplen una pena como consecuencia de la infracción a la ley penal, pueden acceder a los beneficios contenidos en el canon 146 de la Ley 65/93, que reza:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

El beneficio de permiso que ahora reclama la recurrente, conforme lo establece el Estatuto penitenciario y carcelario, requiere la confluencia de los siguientes presupuestos:

ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 
2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. <Numeral  modificado por el artículo 29  de la Ley 504 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados.

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. 

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

En torno a la concesión de tales beneficios administrativos, específicamente el permiso de las 72 horas, la Corte Constitucional en sentencia C-312 de 2002, señaló:

“En cuanto tiene que ver con los beneficios administrativos, se trata de una denominación genérica dentro de la cual se engloban una serie de mecanismos de política criminal del Estado, que son inherentes a la ejecución individual de la condena. Suponen una disminución de las cargas que deben soportar las personas que están cumpliendo una condena y que, en algunos casos, pueden implicar la reducción del tiempo de privación efectiva de la libertad dispuesto en la sentencia condenatoria o una modificación en las condiciones de ejecución de la condena.” 

De lo anterior se puede pregonar que la función de las autoridades penitenciarias se concreta en certificar si la persona acata los requisitos normativos, y será el juez encargado de la vigilancia de la pena la autoridad encargada de conceder el beneficio de conformidad con la reserva judicial que consagra el numeral 5º del artículo 38 C.P.P. 
En este caso particular se aprecia que al momento de procederse por parte de la a quo a analizar cada una de las exigencias normativas para determinar si la señora MNG/T se hacía merecedora al permiso administrativo de hasta 72 horas, y aunque expresó que no encuentra razón jurídica para no efectuar la clasificación de fase a la sentenciada -lo que en su sentir podría ser por encontrarse en prisión domiciliaria con lo cual se vulnera la ley 65/93 y atenta contra su derecho a la igualdad al no poder acceder a los beneficios como el que ahora pide-, consideró que la misma no acreditó el primero de ellos, esto es, el estar ubicada en fase de mediana seguridad, al no arrimarse ninguna información al respecto por parte de las autoridades carcelarias, y por ello negó lo pedido, en tanto la totalidad de los mencionados requisitos debían ser cumplidos a cabalidad.

Precisamente por ello la defensa muestra su inconformidad, al aducir que no se aprecia justo que por el hecho de que su cliente se encuentre en prisión domiciliaria se le niegue tal beneficio, y frente a ello debe indicar la Sala que esta medida, si bien comporta una privación efectiva de la libertad, es a todas luces más benigna que la intramural, en tanto puede compartir con su familia y tiene la posibilidad de reducir el monto de su condena amén de los trabajos artesanales que allí realiza, lo cual le ha permitido descontar cerca de seis meses de la pena impuesta.

Es cierto, y le asiste razón a la a quo al decir que no entiende la razón jurídica por la cual el INPEC no clasifica en algunas de las fases de tratamiento a los sentenciados que se encuentran en su domicilio, en tanto ello podría comportar un trato desigual frente a quienes se hallan en prisión intramural, pero la judicatura no puede suplir una actividad que le compete a las autoridades carcelarias, las cuales de conformidad con la documentación arrimada por el abogado de la señora MNG/T, consideran que el beneficio que ahora se pide y a raíz de la ejecución del sistema progresivo a que alude la Ley 65/93, está diseñado para aplicarse gradualmente a los internos que se encuentran en los establecimientos de reclusión y ello les impide catalogar a quienes se hallan en prisión domiciliaria. Lo anterior, en sentir de la Corporación podría obedecer a que estos últimos indefectiblemente ostentan una situación menos drástica que aquellos que se encuentran en un centro de reclusión.

Sea como fuere, se estima que la providencia objeto de censura está debidamente fundamentada y sustentada, sin vislumbrar en ella capricho o franca y absoluta desconexión con el ordenamiento jurídico, como quiera que en la decisión cuestionada se realizó un juicioso análisis respecto de los requisitos exigidos para el beneficio deprecado, mismos que a la hora de ahora no cumple en su integridad la señora MNG/T, en tanto no se corroboró que esta se encuentre en la fase del tratamiento penitenciario requerido por la norma, lo cual impedía la concesión del permiso solicitado.
Por lo anterior, se acompañará la determinación emitida por la funcionaria de primer nivel.

5.- DECISIÓN
Acorde con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto le negó a la ciudadana MNG/T, el permiso administrativo de hasta 72 horas sin vigilancia.
Notifíquese y CÚMPLASE
Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
           JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria,
ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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